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La trascendencia de la situación jurídica colonial
 entre el pueblo de PR  y el gobierno de los EEUU de América
 sobre el derecho internacional positivo vigente
En 1898, para la fecha de 25 de julio de ese mismo año, el pueblo de Puerto Rico sufre la invasión e intervención de las Fuerzas Armadas de los Estados Unidos de Norteamérica sobre todo su territorio, su población y  su autogobierno autonómico definido. Es desde ese momento histórico, en el que, lo que se conocía hasta entonces, como el gobierno insular de Puerto Rico del Reino de España, es alterado ilegal e ilegítimamente a través  del Tratado de París de1898, Tratado de paz entre el Reino de España y las Fuerzas Armadas de los Estados Unidos de Norteamérica, proclamado el 11 de abril de 1899, en el que se negocia y ratifica la transferencia de la soberanía del gobierno civil de PR, entre esos Estados beligerantes. Esto, como consecuencia de la derrota de España ante las Fuerzas Armadas de los Estados Unidos de Norteamérica en la Guerra Hispano-Norteamericana y que, como parte de su victoria,  exigen la entrega del Archipiélago de Puerto Rico a España como botín de guerra. Tal tratado, ratificado de común acuerdo entre tales Estados Beligerantes, tuvo como finalidad sustituir el gobierno civil  vigente en PR a un gobierno militar, dirigido y ordenado por las Fuerzas Armadas de los Estados Unidos de Norteamérica. Pues es justamente, desde ese acontecimiento histórico-jurídico en el que podemos ubicar el eje central de la problematización jurídica internacional de la legitimidad, legalidad y autoridad del Gobierno de los Estados Unidos de América sobre el pueblo de Puerto Rico; cuya ilicitud internacional, se precisa y localiza en la vulneración de la  Carta Autonómica de 1897
 otorgada al Parlamento Insular de Puerto Rico en aquel entonces, y que hoy se  encuentra en, la violación sistemática del derecho a la libre determinación del pueblo de Puerto Rico
, reconocido por el Derecho Internacional Público
como, un derecho legítimo de los pueblos frente a situaciones coloniales o de sometimiento de un pueblo constituido por un Estado opresor.  Dicho lo anterior, asumiré una actitud y una postura crítica frente a la  situación jurídica del Pueblo de PR
 ante y frente al Derecho Internacional Público Vigente. 
Primeramente, definiré el Derecho Internacional Público como aquel sistema jurídico, que regula aquellas relaciones jurídicas entre Estados o el grupo social internacional que lo acepta o se adhiere y, que establece eficacia y efectividad a través de principios y/o convicciones generales y normas jurídicas erga omnes e imperativas; para así mantener, sus intereses y/o su convivencia pacífica e interdependencia y solventar cualquier posible o probable conflicto jurídico, entre sujetos internacionales y/o Estados actores que lo forman
. 

Ahora bien, deberíamos pasar a entender el otro concepto clave para comprender la definición anterior con respecto a la situación jurídica de PR ante el Derecho Internacional, ese concepto es el de Estado, que aunque no figura en ningún texto jurídico internacional, lo definiré como la Comisión  de Arbitraje de Yugoslavia o Comisión Badinter define el Estado: “El Estado se define comúnmente como una colectividad que está formada de un territorio y de una población sometidos a un poder político organizado” y “se caracteriza por la soberanía” (Dictamen 1, 29 Nov.1991, RGDIP 1992, p. 264).   De esta forma aparecen pues los cuatro elementos del Estado: población, territorio, gobierno propio  y soberanía o independencia. Desde estas coordenadas parte de la doctrina  del Derecho Internacional Público define el Estado diciendo que es  “una entidad dotada de un territorio, de una población y de un gobierno, que es soberana e independiente, en el sentido de que no está subordinada a ningún otro Estado ni entidad, dependiendo directamente del Derecho Internacional”. A esta definición se le añade, las características que El Consejo de la Sociedad de las Naciones en 1931 afirmó debería reunir un ente político para que existiera como un Estado: “a) estar dotado de un gobierno constituido y de una administración capaz de asegurar el funcionamiento regular de los servicios esenciales del Estado; b) ser capaz de mantener su integridad territorial y su independencia política; c) ser capaz de asegurar la  tranquilidad pública a lo largo de todo su territorio; d) disponer de los recursos financieros que puedan cubrir regularmente las necesidades normales del Estado; e) poseer una legislación y una organización judicial que asegure una justicia regular a todos los justiciables”. 

En último término, utilizaremos como brújula en nuestro análisis uno de los elementos vitales del Estado: la soberanía, definida como aquel conjunto de competencias atribuidas al Estado por el Derecho Internacional, y ejercitables en un plano de independencia política y de igualdad jurídica respecto a los otros Estados. Bien, una vez entendida todas esas definiciones o conceptos, comenzaremos a vislumbrar o depurar la realidad jurídica del pueblo de PR ante el Derecho Internacional.

Entrando ahora, en el contenido objeto de análisis sobre la situación jurídica de PR ante el Derecho Internacional Público (desde ahora en adelante DI.) diremos que el pueblo de PR puede ostentar una personalidad jurídica internacional como Estado y ejercer el derecho de los pueblos a su libre autodeterminación e independencia
 que, el Derecho Positivo Internacional vigente le reconoce y que es conforme a las siguientes Resoluciones
 aprobadas por las NACIONES UNIDAS, sobre la situación aquí señalada: Resolución 1514 (XV) de la Asamblea General de la ONU aprobada el 14 de diciembre de 1960, Resolución 1541 (XV) de la Asamblea General de la ONU aprobada el 15 de diciembre de 1960, Resolución 648 (VII) de la Asamblea General de la ONU aprobada  el 10 de diciembre de 1952, Resolución 748 (VIII) de la Asamblea General de la ONU. 3 de noviembre de 1953, Resolución 742 (VIII) de la Asamblea General de la ONU. 27 de noviembre de 1953, Resolution A/RES/2649, UN General Assembly 30 de noviembre de 1970, Resolución 2625 (XXV) de 24 de octubre de 1970, Resolución del Comité de especial para la aplicación de la declaración sobre la concesión de independencia a los países y pueblos coloniales del 30 de agosto de 1972 sobre Puerto Rico, Resolución del Comité de especial para la aplicación de la declaración sobre la concesión de independencia a los países y pueblos coloniales del 30 de agosto de 1973 sobre Puerto Rico, Decisión del Comité Especial (encargado de examinar la situación con respecto a la aplicación de la declaración sobre la concesión de la independencia a los países y pueblos coloniales) del 12 de septiembre de 1978 relativa a Puerto Rico, Resolution A/AC.109/1088 adopted by the Special (Descolonization) Committee at its 139th meeting on August 15, “Non-Paper on Puerto Rico distributed during the June 1997 Decolonization Committee hearings at the UN regarding Puerto Rico” 1991 entre otras tantas
.  Por lo tanto, si el DI. Positivo vigente le confiere, otorga y permite dentro de su marco legal internacional al pueblo de PR de ostentar una personalidad jurídica internacional  e identifica su situación jurídica como colonial con los Estados Unidos de América, y que éste, el pueblo PR pueda al amparo de esas resoluciones, perfeccionar sus relaciones claramente coloniales con los EEUU; entonces, podemos afirmar que, el pueblo tiene ese derecho natural y fundamental de carácter universal,  de ejercer tal derecho ostentable y reconocido por las normas jurídicas internacionales, por el mero hecho de ser reconocido como el titular del mismo, como hemos visto en las propias resoluciones aplicables a éste
. 

Finalmente, llegamos a la primera conclusión de la discusión que, El Derecho Internacional Público establece las reglas o normas para que el pueblo de Puerto Rico ejerza su libre autodeterminación conforme a la legalidad internacional, a partir de las resoluciones antes mencionadas, que lo avalan. Como dice el  distinguido y reconocido Dr. Juan MARI BRAS
 sobre la situación jurídica internacional de PR:  “El Derecho Internacional, y la más elemental de las normas de moral social, nos reconocen nuestro derecho a tomar la iniciativa nosotros de resolver nuestras diferencias internas como pueblo y poder ir con nuestra propuesta nacional a Washington para confrontarla con la que ellos nos hagan y darle curso a la negociación de igual a igual, de soberano a soberano, hasta alcanzar el acuerdo que nos permita resolver el problema de una vez y para siempre, en buena lid y con justicia para todas las partes”. Así, se va plasmando y vislumbrando la interpretación sobre el derecho de libre autodeterminación que posee el pueblo de PR, como en su momento indicó indudablemente el Dr. Mari Bras.
      En cuarto lugar, luego de haber definido los conceptos aplicables a la cuestión aquí planteada  y haber esbozado un esquema vehicular sobre el Derecho Internacional aplicable a la situación jurídica del pueblo de PR e identificar  las resoluciones correspondientes  a su situación, veremos como todo lo anterior confluye para elaborar un mapa identificable de la realidad jurídica del pueblo de PR ante el Derecho Internacional.  Como todos/as sabemos/as, el pueblo de PR tiene su soberanía, la cual reside en el Congreso de los Estados Unidos. Por tanto, si la soberanía del pueblo de PR reside en la instancia legislativa más alta de los EEUU de Norteamérica, entonces podemos decir que la tiene, que esta allí, que es poseedor  de ésta y que por ende es suya. Por tanto, lo anterior interconectado con la interpretación que se hace de la cláusula territorial que se encuentra en la Constitución de EEUU referente a poderes plenarios que el Congreso de ese Estado tiene para regir “al territorio” de Estados Unidos, así, en singular,  se refiere la misma, al territorio al oeste de los estados originales que formaron la unión y que habrían de ser gobernados por el Congreso directamente hasta que alcanzaran las condiciones mínimas para convertirse en estados.  Pues bien, el Tribunal Supremo EEUU, en un claro acto ultra vires de legislación judicial, extendió el concepto del “territorio” en la referida cláusula, no solo para pluralizarlo, sino además para crear dos clases diferentes de territorios bajo los poderes plenarios del Congreso, a saber, los territorios incorporados y los “no incorporados”. Pues esa cláusula es la clave y el elemento esencial, para conocer el alcance de la soberanía del pueblo PR y su ejercicio como pueblo sometido a un poder colonial, ilegítimo, ilegal e invasor, y poder gozar éste del derecho a su libre autodeterminación libre, democrática y consensuada entre todos los sectores cívicos representantes del pueblo, con la máxima voluntad general posible;  porque dicha cláusula dispone lo siguiente: “Puerto Rico pertenecen a, pero no forman parte de, Estados Unidos.” Es en esa clasificación que se insertó a Puerto Rico. En el caso de la clasificación de Puerto Rico como territorio no incorporado y la validación de la obtención por parte de Estados Unidos de estas naciones (Filipinas y Puerto Rico) en calidad de colonias, podemos verlo por ejemplo, en la disidencia del brillante juez norteamericano Harlan, en el caso de Puerto Rico, quién dejó escrita nítidamente una disidencia en la cual sostuvo que “la conquista de territorios ultramarinos, ajenos a nuestra historia, cultura y tradiciones, para mantenerlos como colonias, es algo completamente ajeno a la letra y el espíritu de nuestro sistema constitucional” (Downes v. Bidwell, 182 U.S. 244) (1901).  La disidencia del juez norteamericano Harlan referida al caso de Puerto Rico, sin embargo, no ha sido reivindicada aún, un siglo después de haberse escrito. Pues como hemos visto, podemos decir de nuestra deducción jurídica lógica y precisa que: el pueblo de PR es poseedor de soberanía, puesto que esa misma cláusula antes mencionada y explicada, según la Jurisprudencia del Tribunal Supremo de EEUU, reconoce la situación colonial del pueblo de PR, y por tanto, nos permite ejercer nuestro evidente derecho a la libre autodeterminación sobre nuestro status colonial, como bien afirma el juez Harlan y, a conformar un Estado cónsono con nuestra voluntad de pueblo que aspira a ser un Estado libre e independiente. Por lo cual, llegamos a la otra conclusión jurídica internacional  de la situación de PR: que el pueblo de PR posee los elementos constitutivos para crear un Estado, su Estado, con su población, con su territorio, su propia organización política y/o gobierno en calidad de Estado libre e Independiente. 
       Entonces, de lo anterior, llegamos al otro requisito del Derecho Internacional que nos permite calificar al Estado como: una organización de poder independiente sobre una base territorial que es sujeto originario del DI. y que conforma las relaciones de la comunidad internacional.  Finalmente,  llegamos a la conclusión en esta explicación que, el pueblo de PR puede gozar de una personalidad jurídica internacional, puesto que posee los elementos esenciales o condicio sine qua non para ser un Estado, como persona  de Derecho Internacional, dado que reúne las condiciones previas para su formación y existencia internacional
.

       Una vez que confluyen los conceptos esenciales para que el pueblo de PR pueda ser un Estado, como hemos visto en el párrafo anterior, pasamos a detallar que derechos o prerrogativas, en términos generales, nos confiere algunas de las Resoluciones dictadas por la Asamblea General de las Naciones Unidas,
por supuesto, las resoluciones más destacadas sobre ese derecho inalienable y universal que tiene el pueblo de PR, para que éste gocé, de su libre autodeterminación e independencia. En relación con las situaciones coloniales, se ha señalado que el principio de libre autodeterminación: “supone para un pueblo colonial su derecho a ser consultado, a expresar libremente su opinión sobre cómo desea conformar su condición política, económica y, si tal fuese su deseo, el derecho a convertirse en  un Estado soberano e independiente” (GUTIÉRREZ ESPADA: 199). Su consagración como principio perteneciente al DI. Positivo ha venido de la mano de una serie de importantes resoluciones de la Asamblea General (de ahora en adelante A.G.), empezando por la Resolución 1514 (XV) de 14 de diciembre de 1960, justamente calificada como la “Carta Magna de la Descolonización”. Dicha resolución incorpora la Declaración sobre la concesión de independencia a los países y los pueblos coloniales. Del texto transcrito de esa resolución
 resulta patente que LOS PUEBLOS a los que la Declaración alude tiene el derecho de decidir en plena libertad y sin trabas de ninguna clase su destino político y de perseguir en igualdad de condiciones su desarrollo en los distintos órdenes, sin que su falta de preparación-pretexto en su día alegado con frecuencia por la potencias coloniales-pueda servir de excusa para retrasar el ejercicio de tal derecho, ligado en la propia Declaración al desenlace de la independencia. En la medida en que estos pueblos son titulares de este derecho y poseen capacidad para ponerlo en práctica, son, sin duda alguna sujetos del DI. Pues es precisamente esa,  la situación que experimenta el pueblo de PR ante esa Resolución 1514 (XV), la cual  le permite ostentar esa personalidad internacional que de hecho posee y permanece inoperante, y que además, se mantiene actualmente bloqueada y obstruida por el Gobierno Norteamericano, el ejercicio de tal derecho ostentable y legítimo del pueblo de PR.
 Por otro lado, la Resolución 1541 (XV) de la Asamblea General de las Naciones Unidas aprobada el 15 de diciembre de 1960 relativa a la información respecto de los "territorios cuyos pueblos no han alcanzado aún la plenitud del gobierno propio" establece, clara y correctamente las diversas opciones posibles que pueden seguirse por un pueblo, en ejercicio de su derecho a la libre determinación. Podrá ser la independencia, la libre asociación con un Estado o cualquier otra forma, que resulte de la libre voluntad de un pueblo, que no podrá olvidar jamás la historia y los vínculos tradicionales, la solidaridad y la cooperación que lo han unido fraternalmente y que, probablemente, desee que se mantengan en el futuro. Es pues un grave error afirmar que el ejercicio de la libre determinación de un pueblo lleva necesariamente a la constitución de un nuevo Estado independiente y que supone ineludiblemente una secesión en el sentido tradicional que tuvo la expresión, como el decir que ese precepto aplica al pueblo de PR, lo que constituye una indudable desfiguración de su sentido. El hecho de que el pueblo de PR haya establecido una libre asociación con Estados de Norteamérica, no significa que haya completado a plenitud su derecho a su  libre autodeterminación, dado que, su plenitud del gobierno propio se alcanza inevitable e irreversiblemente con su independencia y la creación de un Estado soberano, independiente y libre a Estados Unidos de Norteamérica, conforme a su historia y sus vínculos tradicionales; es decir el Estado
  o República de Puerto Rico
. Todo ello, según está interpretación, que se desprende del DI positivo vigente sobre el asunto aquí en discusión. 
En segundo lugar, pasamos a ver el efecto de la Resolución 748 (VIII) de la Asamblea General de la ONU. 3 de noviembre de 1953 sobre la cuestión aquí planteada, que no es más que una resolución transaccional, que al mismo tiempo en que relevaba a Estados Unidos de rendir informes sobre Puerto Rico como territorio no-autónomo, dejó claro en su texto que el caso no quedaba cerrado. Por tanto, esa resolución seguía reconociéndole al Pueblo de Puerto Rico la adquisición de un "status" constitucional e internacional, como entidad autónoma, a base del ejercicio de su Derecho a la Autodeterminación. En este sentido, a Puerto Rico se le reconocieron atributos de soberanía en el pleno gobierno propio, conforme lo requiere la Carta de las Naciones Unidas, a base de las representaciones hechas por el Gobierno de los Estados Unidos, pero dejándole la puerta abierta al pueblo de PR para que decida, en su futuro más próximo, su proceso político-jurídico enmarcado en el ejercicio de su libre autodeterminación e independencia
. 
En tercer lugar, la Resolución 742 (VIII) de la Asamblea General de la ONU, de 27 de noviembre de 1953 que contiene una lista de los requisitos que era necesario cumplir por aquellos territorios que se pretendía habían alcanzado el gobierno propio. Se incluyeron tres formas de gobierno propio- independencia, libre asociación e integración con otra entidad política- y los factores para medir cada una de esas situaciones. En lo que toca a libre asociación se destacan la expresión democrática de los habitantes del territorio, el derecho a libre determinación como base de toda selección, la limitación voluntaria de la soberanía, el derecho a modificar la asociación por medios democráticos, el derecho a ejercer relaciones y negociar libremente convenios  internacionales y la capacidad para ser admitido como miembro de las Naciones Unidas. Se añaden también factores dirigidos a garantizar la autonomía de los organismos de gobierno interno y la autonomía social, cultural y económica del territorio. Por lo cual, como el pueblo de PR nunca a celebrado un referéndum sobre estadidad y/o integración, independencia o asociación tiene la prerrogativa de celebrarlo sin más dilaciones;  por ende, el pueblo de PR se ve forzado y obligado irrenunciablemente a ejercer ese derecho de libre determinación, según el propio mandato de esa Resolución, sin pretexto y sin menoscabo ni obstrucción por parte del Gobierno de EEUU o algún sector político puertorriqueño retrograda  ante la situación colonial de su pueblo. Para así, hacer cumplir y valer su derecho que como pueblo tiene y desea ejercer. Por lo cual, vamos viendo y delimitando que, efectivamente, existen los elementos del DI que le permiten al pueblo de PR, de ejercer y hacer ejercer su derecho a libre autodeterminación, que éste desea hacer ejercitable.
Por último y, por eso no menos importante, nos queda explicar la Resolución 2625 (XXV) de 24 de octubre de 1970 de la Asamblea General de la ONU sobre la aplicación de ésta a la situación de PR, mediante la cual, se endosa la Declaración sobre las relaciones de amistad y cooperación entre los Estados, y declaró incompatibles con el sistema de las Naciones Unidas y con su derecho descolonizador todas las situaciones que quebrantaran total o parcialmente la "unidad nacional y la integridad territorial" de cualquier Estado o país. En estos supuestos, el bien jurídicamente tutelado ya no es el derecho de la población colonial (que no existe) a ejercer su derecho a la libre determinación, sino el derecho del Estado expoliado en cuyo territorio existe un enclave colonial a su integridad territorial. A este respecto, varias resoluciones de las Naciones Unidas declararon que Puerto Rico se encontraba precisamente en esa situación. Además, señala que para que un Estado pueda invocar el derecho a su integridad territorial debe garantizar el derecho a la libre determinación (Resoluciones 2625, XXV y 2787, (XXVI) de la Asamblea General de las Naciones Unidas). De tal modo, que el principio de la integridad territorial, ante el Derecho Internacional, ha dejado de ser un criterio absoluto, para constituir, en cambio, un principio limitado y relativo, existiendo sólo cuando el Estado, es este caso EEUU, respete el derecho a la libre determinación del pueblo de PR que viven en su territorio, para que estos puedan expresar libre y pacíficamente su voluntad. Esta resolución al fijar como principio básico del derecho internacional el de la libre determinación de los pueblos sometidos por un estado, abre la puerta para que los pueblos que se asocian a un Estado, como ocurre con la asociación del pueblo de PR con los EEUU de América, puedan independizarse. Pues, según esta resolución dice: “derecho a la libre determinación de los pueblos..”, pero realmente a lo que se hace referencia es a los pueblos dominados colonialmente, y que además sufran un trato discriminatorio respecto de los ciudadanos de la potencia colonizadora; como ocurre con el pueblo de PR, cuando se le exige al pueblo de PR que todo/a puertorriqueño/a se enliste en el servicio selectivo de las Fuerzas Armadas Norteamericanas, pero a éstos no se les permite gozar del derecho al voto pasivo ni activo para votar por el Presidente de Estados Unidos de América y/o a postularse como candidato por la Presidencia, respectivamente. Ni tampoco tienen representación en el Congreso Estadounidenses tanto en la Cámara de Representantes (que serían aproximadamente de 8 a 9 representantes puertorriqueños) y en el Senado (deberían ser 2 Senadores), solo el pueblo de PR cuenta con una figura conocida como el Comisionado Residente que, aunque con derecho a voz, su derecho a participar es limitado y su voto inexistente. Es decir, no gozan de una ciudadanía americana de pleno derecho y en igualdad de condiciones con respecto a los ciudadanos que residen en los demás cincuenta estados federados de la Unión Americana, sino de una ciudadanía de segunda conocida como ciudadanía de lealtad, sin más. En términos generales, esa resolución declara la igualdad soberana a los Estados, la libre determinación de los pueblos y la obligación de todo Estado de no intervenir en los asuntos que no sean de su jurisdicción interna (tal obligación se recoge en el Art. 2.7 de la Carta de la Naciones Unidas). Igualmente, esta Resolución establece que "ningún Estado puede aplicar o fomentar el uso de medidas económicas, políticas o de cualquier otra índole para coaccionar a otro Estado, a fin de lograr que subordine el ejercicio de sus derechos soberanos y obtener él ventajas de cualquier otro. Todo Estado tiene el derecho inalienable de elegir su sistema político, económico, social y cultural sin injerencia en ninguna forma por parte de ningún otro Estado". Es decir, el gobierno de EEUU ha coaccionado e impedido por más de 100 años al pueblo de PR ese derecho que dispone la Resolución 2625 al no permitirle su libre determinación. Por tanto, el pueblo de PR esta completamente facultado conforme a esa resolución, a ejercer su libre determinación en los términos que éste, el pueblo de PR, así lo entienda a través de un referéndum y sin amenaza u uso de la fuerza por parte de los Estados Unidos para impedir tal derecho inalienable, legítimo y cubierto por la legalidad internacional sobre el buen pueblo de PR
.

En conclusión, podemos afirmar sensu stricto de toda esta breve exposición y análisis de la situación jurídica del pueblo de PR ante y frente al Derecho Internacional Público Vigente que, el pueblo de PR puede y tiene el derecho de gozar del derecho de libre autodeterminación e independencia que le reconoce la Comunidad Internacional a través de diversas y sendas resoluciones emitidas por la Asamblea General de las Naciones Unidas y su Comité de Descolonización, como a través de sus normas establecidas en cuantos y tantos acuerdos, tratados y conferencias sobre los principios y fines de ese derecho; ya vistos y discutidos en párrafos anteriores. A esto le acompaña, la agravante y persistente violación sistemática y deliberada por parte del Gobierno EEUU contra el derecho de libre autodeterminación del pueblo del PR en el que, en unos casos se lo impiden, en otros se lo obstruye y en el más alevoso de todos, se lo privan y niegan
. De ese modo, se espera que el pueblo de PR tome conciencia de su derecho a su libre determinación e independencia y, se manifieste como pueblo contra esa opresión y prepotencia imperialista inaceptable e insostenible en nuestros días, y éste en su voluntad de ejercer su libre autodeterminación logre con su voluntad de autodeterminarse, configurarse y consagrarse en un ente político distinto y separado de EEUU que represente la voluntad del pueblo perteneciente a su territorio (tanto los que residen en PR como los 2 millones y tanto que residen en EEUU), sin distinción por motivos de raza, credo, color, orientación sexual, religión y demás diferencias; es decir, que se configure ese derecho de autodeterminación sin exclusiones  y sin posibles distinciones. Y finalmente, dejar la llave del portón del proceso de libre determinación en manos de la creatividad ciudadana para que, una vez las fuerzas políticas democráticas representativas del pueblo de PR se planteen, debatan y discutan el asunto en sus justos términos, y le presenten al pueblo soberano sus opiniones, opciones y recomendaciones sobre la urgente necesidad de ejercer su derecho de libre determinación inacabado e inconcluso; el pueblo una vez lo oiga, lo discuta, debata y concluya entre sí, toda su situación jurídica internacional que le afecta, a través de todos los medios de comunicación pública posible y existente de expresión popular, y una vez lo entienda en tales foros y/o medios, más haya de toda duda razonable, como grupo social, decida su futuro jurídico, político, económico y social como pueblo que aspira a ser un ente político distinto, separado e independiente con voluntad y deseo propio. Es decir, construir un Estado libre, independiente y soberano como miembro de la Comunidad Internacional y con representación igualitaria en las Organización de las Naciones Unidas y encuanto foro precise la misma como Estado que sería. Finalmente, quedaría como último paso de ese proceso político jurídico del pueblo de PR, plantear y establecer el procedimiento democrático para coordinar esa expresión popular de la voluntad del pueblo de PR, de transformar su actual estatuto jurídico internacional de coloniaje y sometimiento, a un status jurídico cónsono con una situación jurídica internacional de libre determinación; pasado así inevitablemente, a la consolidación o creación de un ente político distinto y separado del territorio del Estado que lo administra y oprime
. Pues así, concluimos sucintamente todo este tema vital, delicado y chispeante de la situación jurídica del pueblo de PR ante y frente al DI público positivo vigente, sin perjuicio de una revisión o un post replanteamiento de la misma, dejando claro que: la clave para la solución de esa situación colonial  entre el pueblo de PR y EEUU, será única y exclusivamente, ejercer plenamente su prerrogativa universal y fundamental a su libre determinación, mirando siempre lo que nos dice la brújula calibrada del Derecho Internacional Público Positivo Vigente sobre como debe y tiene que  llevarse a cabo ese proceso.  
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� En este se concreta las facultades del parlamento insular de PR que, precisamente,  choca frontalmente con el tratado celebrado entre el Reino de España y Estados Unidos de América de1898 sobre la entrega de PR a EEUU como botín de guerra, dada la referencia que se le otorga especialmente a la soberanía  o poderes plenarios conferidas al Parlamento Insular de PR, como vemos en los siguientes artículos transcritos de la Carta:  ARTICULOS ADICIONALES- ARTICULO 1 Mientras no se hayan publicado en debida forma Estatutos coloniales, se entenderán aplicables las Leyes del Reino a todos los asuntos reservados a la competencia del Gobierno insular. ARTICULO 2 Una vez aprobada por las Cortes del Reino la presente Constitución para las Islas de Cuba y Puerto Rico, no podrá modificarse sino en virtud de una ley y a petición del Parlamento insular; TITULO VI. DE LAS FACULTADES DEL PARLAMENTO INSULAR- ARTICULO 32 Las Cámaras insulares tienen facultad para acordar sobre todos aquellos puntos que no hayan sido especial y taxativamente reservados a las Cortes del Reino o al Gobierno central, según el presente Decreto o lo que en adelante se dispusiere, con arreglo a lo preceptuado en el artículo 2°. adicional. En este sentido, y sin que la enumeración suponga limitación de sus facultades, les corresponde estatuir sobre cuantos asuntos y materias incumben a los Ministerios de Gracia y Justicia, Gobernación, Hacienda y Fomento en sus tres aspectos de Obras Públicas, Instrucción y Agricultura. Les corresponde además el conocimiento privativo de todos aquellos asuntos de índole puramente local que afecten principalmente al territorio colonial; y en este sentido podrán estatuir sobre la organización administrativa; sobre división territorial, provincial, municipal o judicial; sobre sanidad marítima y terrestre; sobre crédito público, bancos y sistema monetario. Estas facultades se entienden sin perjuicio de las que sobre las mismas materias correspondan, según las leyes, al Poder ejecutivo colonial. ARTICULO 35 Es facultad exclusiva del Parlamento insular la formación del presupuesto local, tanto de gastos como de ingresos, y del de ingresos necesarios para cubrir la parte que a la isla corresponda en el presupuesto nacional. Al efecto, el Gobernador general presentará a las Cámaras, antes del mes de Enero de cada año, el presupuesto correspondiente al ejercicio siguiente, dividido en dos partes: la primera contendrá los ingresos necesarios para cubrir los gastos de la soberanía; la segunda, los gastos e ingresos propios de la administración colonial. Ninguna de las dos Cámaras podrá pasar a deliberar sobre el presupuesto colonial, sin haber votado definitivamente la parte referente a los gastos de soberanía. ARTICULO 37 La negociación de los tratados de comercio que afecten a la isla de Puerto Rico, bien se deban a la iniciativa del Gobierno insular, bien a la del Gobierno central, se llevará siempre por éste, auxiliado en ambos casos por Delegados especiales debidamente autorizados por el Gobierno colonial, cuya conformidad con lo convenido se hará constar al presentarlos a las Cortes del Reino. Estos tratados, si por ellas fueren aprobados, se publicarán como leyes del Reino, y como tales regirán en el territorio insular. ARTICULO 38 Los tratados de comercio en cuya negociación no hubiere intervenido el Gobierno Insular, se le comunicarán en cuanto fueren leyes del Reino, a fin de que pueda en un período de tres meses declarar si desea o no adherirse a sus estipulaciones. En caso afirmativo, el Gobernador General lo publicará en la Gaceta como Estatuto colonial. ARTICULO 39 Corresponderá también al Parlamento insular la formación del Arancel y la designación de los derechos que hayan de pagar las mercancías, tanto a su importación en el territorio insular como a la exportación del mismo. ARTICULO 40 Como transición del régimen actual al que ahora se establece, y sin perjuicio de lo que puedan convenir en su día los dos Gobiernos, las relaciones mercantiles entre la Península y la isla de Puerto Rico se regirán por las siguientes disposiciones: 1. Ningún derecho, tenga o no carácter fiscal, y establézcase para la importación o la exportación, podrá ser diferencial en perjuicio de la producción insular o peninsular. 2. Se formará por los dos Gobiernos una lista de artículos de procedencia nacional directa, a los cuales se les señalará de común acuerdo un derecho diferencial sobre similares de procedencia extranjera. En otra lista análoga, formada por igual procedimiento, se determinarán los productos de procedencia insular directa que habrán de recibir trato privilegiado a su entrada en la Península y el tipo de los derechos diferenciales. Este derecho diferencial en ningún caso excederá para ambas procedencias del treinta y cinco por ciento. Si en la formación de ambas listas y en la fijación de los derechos protectores hubiera conformidad entre los dos Gobiernos, las listas se considerarán definitivas y se pondrán desde luego en vigor. Si hubiere discrepancia, se someterá la resolución del punto litigioso a una comisión de Diputados del Reino, formada por iguales partes de puertorriqueños y peninsulares. Esta comisión nombrará su Presidente: si sobre su nombramiento no se llegara a un acuerdo, presidirá el de más edad. El Presidente tendrá voto de calidad. 3. Las tablas de valoraciones relativas a los artículos enumerados en las dos listas mencionadas en el número anterior se fijarán de común acuerdo, y se revisarán contradictoriamente cada dos años. Las modificaciones que en su vista proceda hacer en los derechos arancelarios se llevarán desde luego a cabo por los respectivos Gobiernos; TITULO VII. DEL GOBERNADOR GENERAL- ARTICULO 44 Ningún mandato del Gobernador general, en su carácter de Representante y Jefe de la Colonia, puede llevarse a efecto si no está refrendado por un Secretario del Despacho, quien por este solo hecho se hace de él responsable. 


�  El principio de autodeterminación o derecho a  libre autodeterminación de los pueblos; Resoluciones emitidas por el Comité de Descolonización de la Naciones Unidas y principios de la Carta de la Naciones Unidas (Art. 1, párrafo 2 y 55).


� Aclaración: Intentando dar una definición absolutamente precisa, sino más bien enunciar un concepto conciliable con lo que resulta del Derecho Internacional actual, que asigna a los pueblos, el derecho a la libre determinación, definiré el concepto de pueblo como indica el Profesor de Derecho Internacional Héctor Gros Esquiel de la Universidad de Montevideo en el párrafo 56 de su Informe para las Naciones Unidas: “La libre determinación es un derecho de los pueblos, es decir de un tipo específico de comunidad humana, unida por la convivencia y la voluntad de constituir una unidad capaz de actuar en función de un futuro común”. Un pueblo es, por tanto, una realidad actual, la expresión de la conciencia de un querer vivir colectivo y común en base a elementos que resulta de la tradición y de la historia, de una cultura que se reconoce como propia, de la realidad presente y de la voluntad de seguir constituyendo, en el futuro, esa unidad vital, que se siente formada por elementos propios y diferenciales. Obviamente el pueblo de PR, por su historia, su lengua, su cultura, sus tradiciones, su realidad presente y su voluntad de ser tal en el futuro, es un pueblo en el sentido que la expresión tiene –con todas sus consecuencias- en el Derecho Internacional de hoy. 


� Algunos ejemplos de mecanismo o instrumentos Derecho Internacional Público utilizados por los Estados pueden ser los Tratados, Costumbre Internacional, Principios Generales del Derecho Internacional-Principio de Buena fe, etc. 


� Este derecho está proclamado en la Carta de las Naciones Unidas (Art. 1, párrafo 2 y 55), en la Declaración 1514 (XV) del 14 de diciembre de 1960 de la Asamblea General de las Naciones Unidas, en la Declaración sobre Fortalecimiento de la Seguridad Internacional de Resolución 2734 (XXV), en la Declaración sobre los Principios de Derecho Internacional Referentes a las Relaciones de Amistad y a la Cooperación entre los Estados, (Resolución 2625 (XXV)), en la Declaración sobre la Definición de la Agresión, Resolución 3314 (XXIX), en la Carta de los Derechos y Deberes Económicos de los Estados, Resolución 3281 (XXIX), en muchísimos otros instrumentos internacionales y en los dos Pactos Internacionales de Derechos Humanos, que encabezan, en sus artículos primeros, la enumeración de los derechos civiles, políticos, económicos, sociales y culturales con la trascendental afirmación de que: “Todos los pueblos tienen el derecho de libre determinación”. En virtud de tal derecho “establecen libremente su condición política”. 


� Son instrumentos a través de los que la ONU  y otras Organizaciones Internacionales expresan su criterio y opinión sobre ciertas materias de su competencia. Derivan de aquellos supuestos en los que no se logra una mayoría cualificada para un determinado acuerdo, y carecen, totalmente, de fuerza vinculante. En la mayoría de los casos constituyen verdaderos anticipos de recomendaciones y convenios. Aunque para cierto sector de la doctrina supone una práctica <<aceptada>> por las Organizaciones de las Naciones Unidas y otras OI, su  eficacia es nula. 





� Ver página oficial de la Organización de las Naciones Unidas para leer y descargar las resoluciones mencionadas: � HYPERLINK "http://www.un.org/spanish/documents/index.html" ��http://www.un.org/spanish/documents/index.html�. y  http://www.un.org/depts/dhl/spanish/resguids/resinssp.htm


� Aunque este tema pertenece a prima facie al Derecho Internacional Público, por tener efectos ineludiblemente constitucionales  sobre el ELA de PR hacemos la siguiente salvedad: de que esa interpretación puede quedar sujeta y entrelazada con la interpretación que resulte de la Resolución 23, de 6 de febrero de 1952 (1 LPRA 149) que se añade que: “El pueblo de PR retiene el derecho de proponer y aceptar modificaciones en los términos de sus relaciones con los Estados Unidos de América...”  y el Preámbulo y artículo I de la Constitución de ELA de PR, para que el derecho de autodeterminación quede amparado por la propia Constitución del ELA y encontremos una coherente aplicación de ese perfeccionamiento de relaciones que, el pueblo de PR desea con el Gobierno de EE.UU., y para que suscite compatibilidad con su propia legalidad y legitimidad prevista en la propia Constitución de ELA de PR, en la Ley de Relaciones Federales (antigua Ley Jones de 1917), Ley Pública 600 del Congreso Octogésimo primero y disposiciones aplicables de la Constitución de los Estados Unidos de América sobre ELA de PR. Evitando así, el argumento jurídico anacrónico, atemporal y colonial de que el pueblo de PR no puede alterar jurídicamente esas relaciones con el Gobierno de EEUU porque: es un acto de sedición o traición y/o contrario al espíritu del pueblo del PR y la Constitución de EEUU y nuestras relaciones actuales con éste y, que es incompatible con el derecho positivo vigente aplicable al ELA de PR. 





� Catedrático de Derecho de la Facultad de Derecho Eugenio María de Hostos de Mayagüez en PR y,  reconocido estudioso de la situación colonial entre el pueblo de PR y los Estados Unidos de América y las Naciones Unidas.


� En la jurisprudencia internacional, en la sentencia de 1 de agosto de 1929 del tribunal arbitral mixto germano-polaco en el asunto de Deutsche Continental Gas Gesellschaft contra Estado polaco-(T.A.M., Recueil, IX : 344-347),  es utilizada en la Convención de los derechos y deberes de los Estados adoptada por la séptima Conferencia Interamericana y firmada en Montevideo el 26 de diciembre de 1933, cuyo Art. 1 dice: “ El Estado, como persona de Derecho Internacional, debe reunir las condiciones siguientes: 1) población permanente; 2) territorio determinado; 3) gobierno; 4) capacidad de entrar en relaciones con otros ESTADOS”. 


� Solo daremos atención a las resoluciones más importantes para nuestra exposición por el breve análisis que nos ocupa, sin perjuicio de la relevancia que estas puedan tener sobre el asunto.


� Transcripción de la Resolución 1514 (XV): “…Consciente de los crecientes conflictos que origina el hecho de negar la libertad a esos pueblos o de impedirla, lo cual constituye una grave amenaza a la paz mundial… Y a dicho efecto declara que: 1. La sujeción de pueblos a una subyugación, y explotación extranjeras constituye una denegación de los derechos humanos fundamentales es contraria a la Carta de las Naciones Unidas y compromete la causa de la paz y de la cooperación mundiales. 2. Todos los pueblos el derecho de libre determinación; en virtud de este derecho, determinan libremente su condición política y persiguen libremente su desarrollo económico, social y cultural. 3. La falta de preparación en el orden político, económico, social o educativo, no deberá de servir nunca de pretexto para retrasar la independencia. 4. A fin de que los pueblos dependientes puedan pacífica y libremente su derecho a la independencia completa, deberá cesar toda la acción armada o toda la medida represiva de cualquier índole dirigida contra ellos, y deberá respetarse la integridad de su territorio nacional. 5. En los territorios en fideicomiso y no autónomos y en todos los demás territorios que no han logrado aún su independencia, deberán tomarse inmediatamente medidas para traspasar todos los poderes a los pueblos de esos territorios, sin condiciones ni reservas, en conformidad con su voluntad y sus deseos libremente expresados, y sin distinción de raza, credo ni color, para permitirles gozar de una libertad y una independencia absolutas. 6. Todo intento encaminado a quebrantar total o parcialmente la unidad nacional y la integridad territorial de un país es incompatible con los propósitos y principios de la Carta de las Naciones Unidas. 7. Todos los Estados deberán fiel y estrictamente las disposiciones de la Carta de las Naciones Unidas, de la Declaración Universal de Derechos Humanos y de la presente Declaración sobre la base de la igualdad, de la no intervención en los asuntos internos de los demás Estados y del respeto de los derechos soberanos de todos los pueblos y de su integración territorial.”





� El Estado  como persona de Derecho Internacional.


� Un problema que se planteó, desde el principio, era la definición de Territorios no Autónomos, pero la declaración 1541, del 15 de diciembre había aclarado todos los conceptos y se caracterizaba, según esta resolución, un territorio no autónomo, " que es el nombre que se daba a las colonias, se caracterizaba por el hecho de que estaba geográficamente separado y étnicamente o culturalmente distinto del país que lo administra, que es el principio (IV) de la Declaración. Además había que tener en cuenta elementos supletorios, pudiendo ser de naturaleza administrativa, política, jurídica, económica o histórica, cuando colocaban "arbitrariamente" el territorio en un estado de subordinación con respeto a la metrópoli (Principio X) Inversamente un territorio había obtenido la plena autonomía cuando alcanzaba su independencia. Cosa que aplica claramente al pueblo de Puerto Rico o ELA de PR.


� La Resolución en su inciso noveno expresa textualmente: “9. EXPRESA su seguridad de que…, se tomará debidamente en cuenta la voluntad de los pueblos de PR y de los Estados Unidos de América tanto en el desarrollo de sus relaciones conforme a sus STATUS jurídico actual, como en la eventualidad de que cualquiera de las Partes en la asociación concertada de común acuerdo desee alguna modificación de los términos de esta asociación.” Ver SERRANO GEYLS, RAÚL Derecho Constitucional de Estados Unidos y Puerto Rico. Vol. I, 1997:Pág. 563-564 


� La propia Resolución 2625 precisa en su doble faceta de derecho de los pueblos y de deber de los Estados  que: “…el territorio de una colonia u otro territorio autónomo tiene, en virtud de la Carta de la Naciones, una condición jurídica distinta y separada de al del territorio del Estado que lo administra…”, conservando dicha condición hasta que el pueblo colonial haya ejercido su derecho a libre determinación, conforme a las resoluciones aplicables  de la Naciones Unidas a esa situación particular. Es precisamente, esa situación la que aplica directamente al pueblo de  PR.


� Existe algunos prominentes y respetados juristas puertorriqueños como Juan Mari Bras Y Antonio Fernós que destacan como posibles soluciones jurídico políticas e internacionales  a la cuestión procesal del proceso de autodeterminación del pueblo de PR: El de celebrar un  Pacto bilateral entre dos naciones soberanas llamada asamblea constituyente o asamblea de status o asamblea constitucional de status como mecanismo procesal para la consideración del asunto de status- es lo que la doctrina puertorriqueña por consenso comparte- con cuatro posibles propuestas o soluciones jurídicas:  (1) un Estado asociado a EEUU (2). Un Estado federado integrado a Estados Unidos en plena igualdad con los estados de la unión (3) Para crear un Estado independiente o (4) un Estado bajo otra forma de soberanía del pueblo. Y existe otra vía menos viable y menos compartida por el pueblo por considerarle  éste como fraude de ley contraria al ejercicio del derecho a libre autodeterminación y que subordina de antemano ese derecho a la anexión sin más opciones a elegir, que es la siguiente: Plantear la cuestión o un pleito por vía judicial ante el Tribunal Federal de EEUU Distrito de PR que fuerce al Congreso de EEUU a tomar una decisión de status y de esa forma anexionar e integrar a PR a EEUU como un estado federado de la Unión- es la vía judicial que plantean los sectores más anexionista a la integración de PR como estado de Estados Unidos. Ver más información artículo Resoluciones pendientes en la Legislatura, Diario Claridad edición núm. 2632, de 31 de julio al 6 de agosto de 2003, Pág. 4-5





� Este derecho se recoge en unos de los siete principios generales del utilizados por el derecho internacional público y el primero reconocido por los Pactos de Nueva York 1966 sobre derechos civiles y políticos y sobre derechos económicos, sociales y culturales.


� Como ocurrió en los referéndumes de 1993 y 1996 sobre el status político de PR, los cuales demuestran la negativa y persistente obstrucción del Gobierno EEUU sobre el ejercicio del derecho de libre determinación por el pueblo de PR.


� NOTA: Si interesa relacionar el asunto con las relaciones constitucional entre EEUU y Puerto Rico se recomienda referirse a priroi a las siguientes disposiciones o normas jurídicas para una mayor apreciación: 1. Ley Pública 600 (1950) proveyendo para la organización de un gobierno constitucional por el pueblo de Puerto Rico. 3 de julio de 1952  2. Ley de Relaciones Federales con Puerto Rico 3. Resolución núm. 22 de la Convención Constituyente de Puerto Rico, 4 de febrero de 1952 4. Resolución núm. 23 de la Convención Constituyente de Puerto Rico, 4 de febrero de 1952 5. Resolución núm. 34 de la Convención Constituyente de Puerto Rico. 10 de febrero de 1952 6. Proclama del Gobernador de Puerto Rico: Fundación del Estado Libre Asociado de Puerto Rico, 25 de julio de 1952 7. La Constitución del Estado Libre Asociado de Puerto Rico 8. Ley Pública 447. Octogésimo Segundo Congreso, 3 de julio de 1952 9. Resolución conjunta núm. 2. Aprobada el 19 de marzo de 1959. 10. Proyecto Fernós –Murray. (H.R. 5926) radicado el 23 de marzo de 1959 11. Ley Pública 362 Ley haciendo efectivo al Gobernador. 1947 13. Resolución conjunta núm. 2. Aprobada el 19 de marzo de 1959. 14.  Proyecto Fernós –Murray. (H.R. 5926) radicado el 23 de marzo de 1959. 15. Resolución núm. 1. Proposición al Congreso para establecer ulterior status político final del pueblo de Puerto Rico.1962. 16. Ley Pública 88-271. para establecer la Comisión de los Estados Unidos y Puerto Rico sobre el status de Puerto Rico 17.Ley núm. 9 Aprobada el 20 de febrero de1 1964. 18. Carta de trámite e Informe de la Comisión de los Estados Unidos y Puerto Rico sobre el status de Puerto Rico (STACOM) presentado el 5 de agosto de1 966. 19. Ley de Plebiscito núm. 1 (1967) Selecciones 20. Afroyim v. Rusk, Secretario de Estado. U.S. 18 L. Ed. 2 d. 757, 87 S. Ct. 20 de febrero de 1967. 21. Carta trámite e Informe del Grupo Asesor <Ad Hoc> sobre el Voto Presidencial para Puerto Rico. 18 de agosto de 1971 22. H.R. 4765 (Proyecto De Lugo) Aprobado en la Cámara de Representantes de los Estados Unidos e 9 de mayo de 1990. 23.  Summary of S. 244 (Proyecto Johnston) Puerto Rico Status Referéndum Act as introduced January 23, 1991. 24. Ley (#86) habilitadora del Referéndum de los Derechos Democráticos 1991. 25. Ley del Plebiscito de Status del 8 de diciembre de 1993. 26. Carta del Presidente William J. Clinton al Gobernador Pedro Roselló informándole que crea el Grupo de Trabajo Interagencial (de Casa Blanca) sobre Puerto Rico el 2 de noviembre de 1994. 27.  Resolución Concurrente #62 del 14 de diciembre de 1994 Asamblea Legislativa de Puerto Rico. 28. Carta de cuatro congresistas respondiendo a la Resolución Concurrente #62, 28 de febrero de1996. 29. Miriam Ramírez de Ferrer v. Juan Mari Bras, Relación del Caso Determinaciones de Hechos, Conclusiones de Derecho y Sentencia por el Hon. Ángel Hermida. Civil núm. K AC 96-0856, 4 de octubre de 1996. 30. Resolución Concurrente del Senado #1, Aprobada e 21 de enero de 1997. 31. Miriam Ramírez de Ferrer v. Juan Mari Bras en el Tribunal Supremo de Puerto Rico Apelación CT-96-14 Opinión del Tribunal por el Hon. Jaime Benito Fuster Belingeri 18 de noviembre de 1997. 32. H.R. 856 (Proyecto Young) aprobado el 4 de marzo de 1998.
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